
Número Identificador 

SEN2021 ______________ 

 

ESTADO LIBRE ASOCIADO DE PUERTO RICO 

EN EL TRIBUNAL DE APELACIONES 

PANEL X 

 

PUEBLO DE PUERTO 

RICO 

 

Recurrido 

 

v. 

 

JOSÉ DELGADO ROMÁN 

 

Peticionario 

 

 

 

 

 

KLCE201901423 

CERTIORARI 
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San Juan 

 

Civil Núm.: 
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Sobre:  

A404SC /  

Posesión 

Sustancias 

Controladas 

 

Panel integrado por su presidenta, la Jueza Birriel 

Cardona, el Juez Bonilla Ortiz y la Jueza Cortés 

González. 

 

Bonilla Ortiz, Juez Ponente 

 

RESOLUCIÓN 

 En San Juan, Puerto Rico a 23 de abril de 2021. 

 Comparece el Sr. José Delgado Román (Sr. Delgado 

Román o Peticionario) mediante recurso de certiorari 

presentado el 24 de octubre de 2019.  Solicita la 

revisión de la Orden emitida el 17 de octubre de 2019 

por el Tribunal de Primera Instancia, Sala Superior de 

Aguadilla.  Mediante el referido dictamen, el foro 

primario denegó una solicitud del Peticionario de dejar 

sin efecto la pena especial que le fue impuesta.  

Por los fundamentos que expondremos a continuación, 

DENEGAMOS el auto de certiorari. 

-I- 

En su recurso, el Peticionario alega que su 

condición de indigencia no le permite cumplir con el 

pago de la pena especial por lo que solicita se le exima 

de su pago.  A parte de lo anterior, el Sr. Delgado Román 

no formuló señalamientos de error y solo acompañó la 
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Resolución recurrida.  Este no incluyó copia de la moción 

que dio pie al dictamen impugnado ni incluyó copia de la 

Sentencia en la cual, según alega, se le impuso el pago 

de la pena especial que interesa se le exima.   

El 25 de noviembre de 2020, emitimos una Resolución 

en la que le concedimos plazo al Procurador General para 

comparecer y expresarse sobre el recurso de epígrafe.  

En cumplimiento con lo ordenando, el 15 de enero de 2021, 

el Procurador General compareció y se opuso a la 

expedición del auto.  Contando con el beneficio de la 

comparecencia de ambas partes, procedemos a resolver. 

-II- 

-A- 

En lo sustantivo, el certiorari es un recurso 

extraordinario discrecional expedido por un tribunal 

superior a otro inferior, mediante el cual el primero 

está facultado para enmendar errores cometidos por el 

segundo, cuando “el procedimiento adoptado no esté de 

acuerdo con las prescripciones de la ley”. Artículo 670 

del Código de Enjuiciamiento Civil, 32 LPRA sec. 3491; 

IG Builders et al. V. BBVAPR, 185 DPR 307, 337-338 

(2012); Pueblo v. Díaz de León, 176 DPR 913, 917-918 

(2008). La expedición del auto descansa en la sana 

discreción del tribunal. Medina Nazario v. McNeill 

Healthcare, 194 DPR 723, 729 (2016). 

Para todo tipo de recurso de certiorari la Regla 40 

del Reglamento del Tribunal de Apelaciones, 4 LPRA Ap. 

XXII-B R. 40, establece los criterios que este foro debe 

tomar en consideración al atender una solicitud de 

expedición de este recurso discrecional. Estos son:  

(A) Si el remedio y la disposición de la 

decisión recurrida, a diferencia de sus 

fundamentos, son contrarios a derecho. 
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(B) Si la situación de hechos planteada es la 

más indicada para el análisis del problema. 

(C) Si ha mediado prejuicio, parcialidad o 

error craso y manifiesto en la apreciación de 

la prueba por el Tribunal de Primera 

Instancia. 

(D) Si el asunto planteado exige consideración 

más detenida a la luz de los autos originales, 

los cuales deberán ser elevados, o de alegatos 

más elaborados. 

(E) Si la etapa del procedimiento en que se 

presenta el caso es la más propicia para su 

consideración. 

(F) Si la expedición del auto o de la orden de 

mostrar causa no causan un fraccionamiento 

indebido del pleito y una dilación indeseable 

en la solución final del litigio. 

(G) Si la expedición del auto o de la orden de 

mostrar causa evita un fracaso de la justicia. 

En lo pertinente a este caso, el certiorari también 

es el recurso apropiado para solicitar la revisión de 

determinaciones post sentencia. IG Builders et al. V. 

BBVAPR, supra, pág. 339. A esos efectos, el Tribunal 

Supremo expresó que:  

Las resoluciones atinentes a asuntos 

postsentencia no se encuentran comprendidas 

entre aquellas determinaciones de naturaleza 

interlocutoria categóricamente sujetas a 

escrutinio mediante el recurso de certiorari. 

De otra parte, por emitirse este tipo de 

decisión luego de dictada la sentencia, 

usualmente tampoco cualifica para el recurso 

de apelación provisto para dictámenes 

judiciales finales. Se corre el riesgo, por lo 

tanto, de que fallos erróneos nunca se vean 

sujetos a examen judicial simplemente porque 

ocurren en una etapa tardía en el proceso, tal 

como lo es la ejecución de sentencia. IG 

Builders et al. V. BBVAPR, supra. 

-B- 

La Ley Núm. 183-1998, conocida como la Ley de 

compensación y servicios a las víctimas y testigos de 

delito, según enmendada, 25 LPRA sec. 981 (“Ley Núm. 

183”), tiene como propósito fundamental ampliar los 

derechos de las víctimas de delito mediante un mecanismo 

de compensación monetaria que se nutre de la pena 

especial impuesta por los tribunales a los transgresores 

de diversos delitos. De esta manera, a las víctimas de 
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delito se les brinda una compensación económica para 

ayudarles a afrontar los gastos incurridos como 

consecuencia de los daños, pérdidas o gastos médicos 

razonables derivados de la acción delictiva.  

La Ley Núm. 183, supra, enmendó el entonces vigente 

Código Penal de 1974 para añadirle el Artículo 49-C, 33 

LPRA sec. 3214.  El referido artículo establecía que los 

tribunales sentenciadores impondrían a todo convicto, 

además de la pena por el delito cometido, una pena 

monetaria equivalente a cien dólares ($100) por cada 

delito menos grave cometido, o trescientos dólares 

($300), por cada delito grave. Además, se estableció que 

dicha pena especial se pagaría mediante sellos de rentas 

internas.  Asimismo, se dispuso que las cantidades 

recaudadas ingresarían al Fondo Especial de 

Compensaciones a Víctimas de Delito. 

Posteriormente, el derogado Código Penal de 2004, 

el cual entró en vigor el 1 de mayo de 2005, recogió 

esta pena especial en su Art. 67, el cual disponía: 

Además de la pena que se impone por la comisión 

de un delito, el tribunal impondrá a todo 

convicto una pena especial equivalente a cien 

(100) dólares, por cada delito menos grave y 

trescientos (300) dólares por cada delito 

grave. La pena aquí dispuesta se pagará 

mediante los correspondientes sellos de rentas 

internas. Las cantidades así recaudadas 

ingresarán al Fondo Especial de Compensación 

a Víctimas de Delito. 

 

Esta pena especial, a su vez, se codificó en el Art. 61 

del Código Penal de 2012, según enmendado, 33 LPRA sec. 

5094, intitulado Pena especial, cuyo lenguaje es 

idéntico al lenguaje del derogado Art. 67 del Código 

Penal de 2004. 

El Código Penal de 2012 fue enmendado mediante la 

Ley Núm. 246-2014, supra.  Ahora bien, la Ley Núm. 246-
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2014, supra, no enmendó el Art. 61 del Código Penal de 

2012, supra.  En consecuencia, aun de aplicar en 

determinado caso las enmiendas introducidas por la Ley 

Núm. 246-2014, supra, lo cierto es que la norma de 

derecho sobre la pena especial contemplada en el Art. 61 

del Código Penal de 2012, supra, ha permanecido 

inalterada en su propósito y redacción a través de las 

diversas enmiendas al Código Penal de Puerto Rico.  Esto, 

salvo por ciertas exclusiones y modificaciones sobre el 

modo de pago, entre otros aspectos, introducidos a la 

Ley Núm. 183, supra. 

-III-  

En su recurso de certiorari, el Sr. Delgado Román 

nos solicita que revisemos una Orden del Tribunal de 

Primera Instancia mediante la cual dicho foro denegó su 

solicitud a los efectos de que se le eximiera del pago 

de la pena especial.  De los documentos incluidos por el 

Procurador General en el apéndice de su escrito surge 

que, el 12 de septiembre de 2018, el foro primario aceptó 

la alegación de culpabilidad del Peticionario.  En 

consecuencia, lo declaró culpable por dos infracciones 

al Artículo 404-A de la Ley de Sustancias Controladas y 

una infracción por tentativa al Artículo 277 del Código 

Penal de 2012 y lo sentenció a cumplir una pena de 

dieciocho meses de reclusión. Además, le impuso el pago 

de la pena especial establecida en el Artículo 61 del 

Código Penal de 2012, supra.  

Comenzaremos por señalar que la solicitud del 

Peticionario implica la modificación de una sentencia 

válida, final y firme.  No tenemos discreción para ello.  

Como ya mencionamos, la naturaleza de la solicitud del 

Peticionario conlleva revocar convicciones y sentencias 
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finales y firmes.  Tal solicitud debió haberse hecho 

mediante un recurso de apelación en los 30 días 

siguientes a que se dictaron las sentencias en cuestión. 

Por lo tanto, al presente, habiendo transcurrido dicho 

término, la solicitud del Peticionario es tardía.  El 

certiorari post sentencia no es un mecanismo para atacar 

colateralmente sentencias no apeladas o infructuosamente 

apeladas, en un esfuerzo de revocar veredictos, fallos 

o sentencias de culpabilidad finales y firmes.   

Por otro lado, debemos señalar que, de una lectura 

del Artículo 61 del Código Penal, supra, se desprende 

que, al dictar una sentencia, ya sea por delito grave o 

menos grave, el juez tiene la obligación de imponer la 

pena especial correspondiente a cada delito por el cual 

sea declarado culpable el acusado.  El texto del referido 

Artículo es claro y libre de ambigüedades, por lo que 

entendemos que no existe margen para la discreción.  

El Tribunal Supremo de Puerto Rico ha expresado que 

existe una relación estrecha entre la pena especial y 

las sentencias, siendo la pena especial una parte 

integral del resto de las penas aplicables a las personas 

naturales convictas de delito. Pueblo v. Silva Colón, 

184 DPR 759 (2012).  Por tanto, en ninguna circunstancia 

tiene un juez discreción para separar ambos componentes.  

-IV- 

Por los fundamentos antes expuestos, DENEGAMOS la 

expedición del auto de certiorari. 

Lo pronunció y manda el Tribunal y lo certifica la 

Secretaria del Tribunal de Apelaciones. 

 

Lcda. Lilia M. Oquendo Solís 

Secretaria del Tribunal de Apelaciones 


